ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN: 66001 31 09 007 2019 00032 02
 ACCIONANTE: CLEMENCIA ARTUNDUAGA MEJÍA VS. DIAN
ASUNTO:   CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / REPRESENTANTE LEGAL / RENUNCIA / SURTE EFECTOS DESDE INSCRIPCIÓN EN CÁMARA DE COMERCIO DEL REEMPLAZO / DICHOS EFECTOS SE EXTIENDEN A LAS ACTUACIONES ANTE LA DIAN / ACTUALIZACIÓN DEL RUT.
Con relación al principio de la subsidiariedad, el propio artículo 86 Superior le reconoce a la acción de tutela un carácter residual, en el entendido de que la misma procede para proteger los derechos fundamentales, solo cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”. No obstante dicha regla, los artículos 86 de la Constitución Política y 6-1 del Decreto 2591 de 1991, le fijan dos excepciones a la misma, tal como lo indicó la Corte Constitucional señaló lo siguiente :  

“En virtud de la primera, la acción de tutela será procedente aun cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, si la misma se utiliza “como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, caso en el cual la decisión de amparo constitucional se mantendrá vigente solo durante el término que utilice la autoridad judicial competente para decidir de fondo sobre la acción ordinaria instaurada por el afectado. La segunda, en virtud de la cual, será procedente la tutela así existan otros medios de defensa judicial, siempre que los mismos no sean idóneos ni eficaces para enfrentar la amenaza o la vulneración de los derechos fundamentales invocados, caso en el cual la decisión del juez de tutela tiene un carácter definitivo. (…)
… la persona inscrita en la Cámara de Comercio como representante legal de una sociedad, conservará tal carácter para todos los efectos legales, mientras no se cancele dicha inscripción mediante el registro de un nuevo nombramiento o elección. (…)
… esta Colegiatura concluye que las controversias puestas en conocimiento por la accionante no pueden ser debatidas por el juez constitucional, al cual no le corresponde ordenar al señor Carlos Enrique Rincón Villada o a otra persona, asumir la representación de legal de la empresa Abyss Ingeniería y Construcciones S.A.S…
… tampoco el juez de amparo puede inmiscuirse en los trámites dispuestos por el legislador y confirmados por la jurisprudencia constitucional para indicar en este asunto específico, que por la renuncia de la accionante a la representación legal de Abyss Ingeniería y Construcciones S.A.S., han cesado o no sus obligaciones para con la sociedad, toda vez que la DIAN debe ceñirse a la información del certificado de la Cámara de Comercio y para proceder a cancelar la inscripción del nombre de la actora, deberá inscribirse su reemplazo como representante legal de la sociedad referida…
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintitrés (23) de julio de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.649
Hora: 3:20 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Luego de que esta Sala decretara la nulidad de lo actuado dentro de la acción de tutela interpuesta por la señora Clemencia Artunduaga Mejía en contra de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales - DIAN con el fin de que el Juzgado 7º Penal del Circuito de la ciudad de Pereira vinculara al trámite al señor Carlos Enrique Rincón Villada, corresponde estudiar la impugnación formulada frente al fallo proferido el 11 de junio de 2019 por ese mencionado.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. El 1º de marzo del año 2013 se constituyó la empresa Abyss Ingeniería y Construcciones con el 50% a favor del señor Carlos Enrique Rincón Villada y 50% a favor de Construcciones San Ángel SAS, actualmente en liquidación, siendo elegida como representante legal de la misma la señora Clemencia Artunduaga Mejía, quien nunca recibió salario por los servicios prestados, ni apoyo para afrontar las dificultades de la empresa por parte de su socio el señor Carlos Enrique Rincón Villada, por lo que el 30 de agosto del año 2016, la accionante presentó la renuncia a la representación legal de Abbys Ingeniería y Construcciones SAS ante la Cámara de Comercio de Pereira, la que quedó inscrita bajo la figura de “Aclaración a la Representación Legal”.  Dicha decisión fue dada a conocer en la asamblea extraordinaria del 11 de noviembre de 2016, previo aviso verbal al señor Carlos Enrique Rincón Villada.
La accionante indicó que presentó a la DIAN el certificado de la Cámara de Comercio de la ciudad de Pereira  en donde estaba inscrita su renuncia, pero en el RUT solo quedó actualizada la dirección y no su dimisión al cargo antes aludido. Por lo tanto, el 26 de febrero de 2019 la actora envió un correo electrónico al Dr. Juan Carlos Arcila Franco, defensor delegado de la Defensoría del Contribuyente y del Usuario Aduanero de la DIAN solicitando que se aclarara lo referente a su renuncia como representante legal de Abyss Ingeniería y Construcciones SAS y que en ese sentido no podía actualizar RUT. Al respecto, recibió una respuesta el 1º de marzo de 2019 en la que la Jefe de la División de Gestión de Asistencia le informó que la DIAN no aceptaba su renuncia hasta que no se nombrara su reemplazo por parte de Abyss Ingeniería y Construcciones S.A.S., respuesta que fue reiterada por la DIAN frente a otra petición que la actora radicara en esa dependencia el 4 de marzo siguiente cuando anexó el Certificado de la Cámara de Comercio y allegó otra información que le habían solicitado.

La actora consideró que en el caso de que la DIAN requiera que Abyss Ingeniería y Construcciones SAS deba tener un representante legal, esa entidad ordene al señor Carlos Enrique Rincón Villada asumir dicha calidad.  En tal virtud, la accionante manifestó que su derecho a renunciar al cargo de representante legal a la sociedad mencionada está siendo vulnerado y no se le puede obligar a desempeñar tal cargo.
Por lo tanto, solicitó: i) ordenar a la DIAN que inscriba su renuncia en el RUT a partir de la fecha de inscripción en la Cámara de Comercio de Pereira el día 30 de agosto del año 2016, ii) tutelar su derecho fundamental a elegir y ser elegido, la dignidad humana, intimidad personal y familiar, al libre desarrollo y la personalidad, a presentar peticiones y obtener una pronta solución (Fls. 1-4).
2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 5-19).
3. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA

3.1. DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES DE COLOMBIA – DIAN. 

Se refirió a cada uno de los hechos expuestos en la demanda de tutela y señaló que según los artículos 164 y 442 del Código de Comercio, los representante legales de una sociedad tiene la obligación de permanecer en dicho cargo hasta tanto no se efectúe un nuevo nombramiento que sea inscrito en el registro mercantil. Dichos artículos fueron declarados exequibles por la Corte Constitucional en la Sentencia C-621 de 2003.  En la certificación de la Cámara de Comercio relacionada con la renuncia de la representación de la sociedad Abyss Ingeniería y Construcciones SAS por parte de la señora Artunduaga Mejía  se indica que: “con los efectos señalados en la Sentencia C-621/2003 de la Corte Constitucional”.  De esa manera, la entidad se ciñó a la norma y precedente jurisprudencial antes referidos.  Consecuentemente, no se ha pretendido lesionar los derechos fundamentales de la actora, ya que la misma actuó por voluntad propia y el hecho de aceptar la representación legal de la sociedad y sus compromisos, le acarreó deberes y obligaciones.

Así mismo, consideró que el derecho fundamental de petición tampoco se ha vulnerado a la actora, toda vez que mediante el oficio No.11601237 del 1º de marzo de 2019 se atendieron de manera clara, precisa y oportuna sus inquietudes.  Por lo tanto, solicitó declarar la improcedencia de la acción de tutela (Fls. 23-29).
Allegó copia de los documentos a los que hizo referencia (Fls.30-60)
3.3. SEÑOR CARLOS ENRIQUE RINCÓN VILLADA (Vinculado)

Informó que según acuerdo entre los socios, la representación legal y gerencia se entregó a Construcciones San Ángel S.A.S. de la cual la señora Clemencia Artunduaga Mejía era la representante legal. 
Confirmó que la accionante renunció el 30 de agosto de 2016 a la representación legal de Abbys Ingeniería y Construcciones, pero en ningún momento por parte de los otros socios asumieron dicha responsabilidad, el derecho era para Construcciones San Ángel S.A.S. representada por la señora  Artunduaga Mejía y la función del señor Rincón Villada era estar pendiente del avance y desarrollo de obra, construcción y entrega de viviendas.
En cuanto a las pretensiones de la demanda, el accionante manifestó que se atenía a lo que dispusiera el fallador, insistiendo que  la  representación legal era para la Constructora San Ángel S.A.S., así como el manejo administrativo, financiero y bancario; que la parte comercial de la empresa fue ejercida por la Inmobiliaria Propiedad Raíz y Negocios de la cual la representante legal era igualmente la  señora Artunduaga Mejía, quien cobró sus comisiones de venta, mientras que la labor del señor Rincón Villada era en obra. 
Indicó que el 50% de los gastos administrativos, de secretaría y arrendamiento de la Inmobiliaria Propiedad Raíz y Negocios los asumió la compañía Abbys Ingeniería y Construcciones S.A.S.  
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 11 de junio de 2019, el Juzgado 7° Penal del Circuito de esta capital, resolvió declarar improcedente la acción de tutela invocada por la señora Clemencia Artunduaga Mejía en contra la Dirección de impuestos y Aduanas Nacionales Seccional Pereira, toda vez que consideró que el debate puesto en conocimiento de la accionante debe ser dirimido en la jurisdicción contenciosa administrativa en el entendido que lo que se cuestiona es la legalidad de la información que obra en el RUT.  Además, halló que en el caso de la accionante no se cumplió el principio de la inmediatez y que la misma no se encontraba frente a un perjuicio irremediable  (Fls. 94-97).

La señora Artunduaga Mejía fue notificada mediante oficio No.0262 del 8 de abril de 2019,  el cual fue recibido el  12 de junio de 2019 (Fl. 98 frente). 

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar la decisión de primera instancia, el día 17 de julio de 2019, la señora Clemencia Artunduaga Mejía presentó un escrito por medio del cual señaló que no es cierto que la empresa Abyss Ingeniería y Construcciones  S.A.S renovó la matrícula mercantil el 31 de marzo de 2019 en la Cámara de Comercio, ya que la última renovación fue en el año 2015, una vez que la empresa cerró sus operaciones y la oficina en febrero de 2016, argumento que el A quo aceptó sin soporte al respecto.  
Desde el año 2016 la accionante presentó a la DIAN el registro de Cámara de Comercio sobre su renuncia a la representación legal, pero la DIAN no actualizó la misma y solo hasta el mes de febrero de 2019, la actora se enteró de dicha omisión, por lo que considera que está instaurando la acción de tutela en el término prudente.  Aclaró que cualquier trámite legal de una persona jurídica se hace siempre ante la Cámara de Comercio y no ante la DIAN, por lo que a esta entidad solo se lleva el resultado de lo aprobado por esa Cámara; por tanto, consideró que se dio una errónea interpretación del trámite y de esa manera, se vulneran sus derechos fundamentales.

La accionante dice que en momento alguno está cuestionando la legalidad de la información que obra en el RUT, sino que lo que exige es que así como la DIAN aceptó los documentos de inscripción al iniciar las labores en la empresa, documentos expedidos por la Cámara de Comercio, también lo haga al momento de su renuncia, de tal manera, que en su caso no se puede dar aplicación a lo dispuesto en la Sentencia T-260 de 2018.  En tal virtud, el  A quo no tuvo en cuenta que no existe una norma para que la DIAN  exija a las empresas que tienen dos socios, personas naturales o jurídicas, sin que se diga cuál el procedimiento a seguir en el evento de  que el representante legal renuncie y uno de los socios con el 50% de las acciones no quiere nombrar un nuevo representante legal
La actora adujo que no cuenta con los recursos económicos para asumir obligaciones ante la DIAN o cualquier otra persona natural o jurídica como por ejemplo contratar un contador, tener una oficina donde recibir correspondencia y atender los requerimientos que ellos puedan hacer y por los cuales la puedan sancionar y multar. Por lo tanto, consideró que son los socios los que tienen que velar por cumplir con las obligaciones de la empresa y no quien en algún momento, de forma voluntaria, desempeñó un cargo que hoy se pretende realice de manera obligatoria y de por vida. 
Consideró que se debe conceder el amparo conforme a lo expuesto y “lo actuado en forma fraudulenta por parte de la DIAN” para lo cual adjuntó una copia del certificado de existencia de la Cámara de Comercio de esta ciudad (Fls. 69-73).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el  fallo y acceder al amparo, tal como lo solicitó el accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4.   Con relación al principio de la subsidiariedad, el propio artículo 86 Superior le reconoce a la acción de tutela un carácter residual, en el entendido de que la misma procede para proteger los derechos fundamentales, solo cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”. No obstante dicha regla, los artículos 86 de la Constitución Política y 6-1 del Decreto 2591 de 1991, le fijan dos excepciones a la misma, tal como lo indicó la Corte Constitucional señaló lo siguiente
:  

“En virtud de la primera, la acción de tutela será procedente aun cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, si la misma se utiliza “como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”, caso en el cual la decisión de amparo constitucional se mantendrá vigente solo durante el término que utilice la autoridad judicial competente para decidir de fondo sobre la acción ordinaria instaurada por el afectado. La segunda, en virtud de la cual, será procedente la tutela así existan otros medios de defensa judicial, siempre que los mismos no sean idóneos ni eficaces para enfrentar la amenaza o la vulneración de los derechos fundamentales invocados, caso en el cual la decisión del juez de tutela tiene un carácter definitivo.

(…) Esta Corporación ha sostenido de forma reiterada que la acción de tutela es un mecanismo encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando estos estén siendo amenazados o conculcados, se caracteriza por ser inmediato, residual, subsidiario y cautelar.
 Así, el carácter subsidiario de la acción de tutela se desprende del artículo 86 superior que dispone que “[…] esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En este entendido, la acción de tutela no está instituida para reemplazar otros medios judiciales de defensa de los derechos de las personas, ni para ser utilizada de forma alterna en caso de que tales medios de defensa judicial no hubieren resultado suficientes. Esto, por cuanto el ordenamiento jurídico dispone la existencia de jurisdicciones diferentes a la constitucional, que de forma especializada atienden cada uno de los diferentes conflictos que los ciudadanos elevan ante la administración de justicia. Pero precisando además, que las decisiones de todas las autoridades, incluidas por supuesto las judiciales, deben someterse al ordenamiento jurídico (arts. 4º y 230 C.N.), marco dentro del cual los derechos fundamentales tienen un carácter primordial.
  
En consideración de lo anterior, este Alto Tribunal ha reconocido que la existencia de otro medio judicial no excluye per se la posibilidad de interponer una acción de tutela, siempre debe establecerse si los medios alternos con los que cuenta el interesado son aptos para obtener la protección requerida con la urgencia que sea del caso, es decir, si son idóneos; igualmente debe determinarse si a pesar de existir otros medios de defensa judicial, la acción de tutela es procedente en tanto actúa como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

(…) En ese marco, en el caso de las reclamaciones por retención de certificados académicos, debido al adeudamiento de mensualidades pensionales, la Corte ha establecido en su jurisprudencia que procede la acción de tutela para el amparo del derecho a la educación. De manera específica, en reiterada jurisprudencia
 ha señalado que “dentro del ordenamiento constitucional existe la prevalencia del derecho a la educación y por ende es admisible este recurso para su protección”. (Subrayas fuera del texto original)
6.6. Sobre el requisito de la inmediatez la Corte Constitucional ha señalado que la inmediatez exige que la acción de tutela sea promovida en un tiempo breve, contado a partir del momento en el que por acción u omisión se produce la amenaza o vulneración de los derechos fundamentales. Así, en la Sentencia T-244 de 2017, dicha Corporación señaló lo siguiente:
“El propósito de la acción de tutela es la protección “inmediata” de los derechos constitucionales fundamentales, siendo entonces inherente a la naturaleza de dicha acción, brindar una protección actual y efectiva de aquellos
. Conforme con esto, a través de la exigencia del requisito de inmediatez se pretende evitar que el recurso de amparo constitucional sea empleado como una herramienta que premie la desidia, negligencia o indiferencia de los actores, o se convierta en un factor de inseguridad jurídica, al permitir que la acción de tutela se promueva en un tiempo excesivo, irrazonable e injustificado a partir del momento en que se causó la amenaza o violación de los derechos fundamentales
. Si bien la jurisprudencia constitucional ha establecido que no existe término expreso de caducidad para la acción de tutela, también ha precisado que la inmediatez en su interposición sí constituye un requisito de procedibilidad, pues ésta debe ser intentada dentro de un plazo razonable y oportuno, lo cual es coherente con el fin de aquella y la urgencia manifiesta de proteger el derecho fundamental amenazado o conculcado
. 
Respecto al requisito de inmediatez, la sentencia SU 499 de 2016 reiteró los presupuestos establecidos en la jurisprudencia constitucional.
 De esta forma, advirtió que “[…] la acción de tutela debe ser presentada con cumplimiento del principio de inmediatez, so pena de ser declarada improcedente, toda vez que la finalidad de ese amparo constitucional es brindar una protección inmediata a los derechos amenazados o vulnerados”.

2.3. Bajo este supuesto, esta acción ha sido instituida como mecanismo de aplicación inmediata para la tutela judicial efectiva de los derechos objeto de amenaza o violación. Sobre el particular, reitera la SU 499 de 2016, que “ [...] [e]n todo caso, dicho principio no conlleva a la existencia de un término de caducidad, tal y como lo afirmó esta Corporación en la sentencia C-543 de 1992, en la que declaró la inconstitucionalidad de los artículos 11, 12 y 40 del Decreto Ley 2591 de 1991. La razón fundamental de esa decisión fue: “la oposición entre el establecimiento de un término de caducidad para ejercer la acción y lo estatuido en el artículo 86 de la Constitución cuando señala que ella puede intentarse ‘en todo momento”.

2.4. Lo anterior, no implica que la inexistencia de un término de caducidad de la acción de tutela habilite el ejercicio del derecho de acción a una interposición indefinida, dado que una de las características esenciales de este mecanismo de protección es el principio de inmediatez. Así las cosas, la Corte Constitucional “[...] ha sostenido, de manera reiterada y consistente, que la solicitud de amparo constitucional debe interponerse en un término oportuno, justo y razonable”.

En ese marco la Corte determinó en la sentencia T-016 de 2006, que en consideración a los criterios de un término justo y oportuno, se debe tener en cuenta la razonabilidad de la acción. Ya que es en este supuesto donde se contemplan en sentido proporcional los medios y los fines, pues “[…] la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable”. Pues bien, “la razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto”. Por lo anterior, el juez está encargado de establecer de acuerdo con los hechos, si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, “de tal modo que no se vulneren derechos de terceros”.

Así, la sentencia T- 243 de 2008 matizó las reglas que se deben tener en cuenta para determinar la razonabilidad del tiempo de interposición, al establecer que se requiere evidenciar: (i) que exista un motivo válido para la inactividad de los accionantes; (ii) que la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) que exista un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado; (iv) que el fundamento de la acción de tutela haya surgido después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición.

2.5. En efecto, la procedibilidad de la acción de tutela está condicionada a la inmediatez de su interposición, ya que aunque este mecanismo constitucional no está sujeto a un término específico, tampoco es indefinido en el tiempo. Su admisibilidad entonces, depende de la valoración del juez frente a los elementos expuestos: justo, oportuno y razonable, y de los supuestos fácticos. Dichas reglas en todo caso deben ser interpretadas de forma sistemática y de conformidad con los hechos en análisis, pues “[…] el elemento de la inmediatez es consustancial a la protección que la acción brinda a los derechos de los ciudadanos, ello implica que debe ejercerse de conformidad con tal naturaleza. 
 Esto condiciona su ejercicio a través de un deber correlativo: la interposición oportuna y justa de la acción”.
   (Subrayas propias)
6.7.  Descendiendo al caso bajo estudio, la Sala observa que la señora Clemencia Artunduaga Mejía solicitó la protección de sus derechos fundamentales por cuanto la DIAN no ha actualizado en el RUT su renuncia a la representación legal de la empresa Abyss Ingeniería y Construcciones S.A.S., la cual registró ante la Cámara de Comercio el 30 de agosto de 2016.  Así mismo, la actora consideró que el otro socio de Abyss Ingeniería y Construcciones S.A.S, señor Carlos Enrique Rincón Villada, es quien debe asumir tal representación para que de esa manera la DIAN proceda a retirar su nombre del documento tributario.
6.8.  De acuerdo con la respuesta de la DIAN, en la que mencionó que legalmente no es posible registrar en el RUT la renuncia de la accionante conforme a los   artículos 164 y 442 del Código de Comercio, esta Sala considera necesario señalar que tales normas disponen lo siguiente:
“Art. 164.- Las personas inscritas en la cámara de comercio del domicilio social como representantes de una sociedad, así como sus revisores fiscales, conservarán tal carácter para todos los efectos legales, mientras no se cancele dicha inscripción mediante el registro de un nuevo nombramiento o elección. La simple confirmación o reelección de las personas ya inscritas no requerirá nueva inscripción.” 
“Art. 442.- Las personas cuyos nombres figuren inscritos en el correspondiente registro mercantil como gerentes principales y suplentes serán los representantes de la sociedad para todos los efectos legales, mientras no se cancele su inscripción mediante el registro de un nuevo nombramiento.”
6.9.  Así mismo, la DIAN explicó que en el certificado de la Cámara de Comercio se registró que la renuncia de la representación de la sociedad Abyss Ingeniería y Construcciones SAS por parte de la señora Artunduaga Mejía “con los efectos señalados en la Sentencia C-621/2003 de la Corte Constitucional” (Fl. 11). En dicha providencia, esa Corporación concluyó que, en virtud de lo dispuesto por las norma acusadas, la sola renuncia o remoción, así se inscriba en el registro mercantil, no produce los efectos de desvincular a quien aparece inscrito de la responsabilidad que le cabe como representante legal o revisor fiscal, pues este efecto sólo se produce “mientras no se cancele su inscripción mediante el registro de un nuevo nombramiento”.  Al respecto, dijo lo siguiente:
“(…) Como puede verse, el alcance normativo de las anteriores disposiciones consiste en establecer que la designación de representantes legales y revisores fiscales sólo produce efectos jurídicos cuando ha sido inscrita en el registro mercantil. Ahora bien, cuando por cualquier causa (renuncia, remoción, muerte, etc.), la persona cuyo nombre aparece inscrito deja de ocupar cargo, el sólo registro de este hecho no es suficiente para que cesen sus obligaciones y  responsabilidades como tal, pues lo que determina esta cesación no es el registro de la renuncia, remoción, muerte, incapacidad o cualquier otra circunstancia que ponga fin al ejercicio de sus funciones, sino la inscripción cómo representante legal o revisor fiscal de la persona llamada a reemplazarlo. 

(…) Esta interpretación del artículo 164, si bien tiene la virtud de ser garantista frente a los derechos del representante o revisor insubsistentes por cualquier motivo en el cargo, parece carecer de verdadero sustento en el texto de la disposición, el cual, se recuerda, indica que  “Las personas inscritas en la cámara de comercio del domicilio social como representantes de una sociedad, así como sus revisores fiscales, conservarán tal carácter para todos los efectos legales, mientras no se cancele dicha inscripción mediante el registro de un nuevo nombramiento o elección”. Nótese que el texto no dice que los efectos legales de aparecer como representante o revisor cesen con la inscripción de la renuncia o destitución, sino con la inscripción de un nuevo nombramiento. Además, esta interpretación del artículo 164 hace posible que la sociedad, en un momento dado, llegue a carecer de representante o de revisor, situación que resulta contraria al querer del legislador y que, por lo menos en lo que tiene que ver con el representante legal, hace imposible el demandarla judicialmente y le impide actuar en el mundo jurídico para el desarrollo de su objeto social (…)”  
11. Por todo lo anterior la Corte concluye que las normas demandadas no pueden ser consideradas constitucionales, sino bajo el entendido de que la responsabilidad que endilgan a los representantes legales y revisores fiscales salientes de sus cargos, mientras se registra un nuevo nombramiento, no puede carecer de límites temporales y materiales  (…) Para efectos de la cesación de la responsabilidad a que se acaba de hacer referencia, el representante legal o el revisor fiscal saliente debe dar aviso a la Cámara de Comercio respectiva, a fin de que esa información se incorpore en el certificado de existencia y representación legal correspondiente a la sociedad. (v) Si vencido el término de treinta días y mediando la comunicación del interesado a la Cámara de Comercio sobre la causa de su retiro no se produce y registra el nuevo nombramiento de quien reemplazará al representante legal o al revisor fiscal saliente, este seguirá figurando en el registro mercantil en calidad de tal, pero únicamente para efectos procesales, judiciales o administrativos, sin perjuicio de las acciones que pueda interponer en contra de la sociedad por los perjuicios que esta situación pueda irrogarle.  (vi) No obstante todo lo anterior, la falta de publicidad de la causa que da origen a la terminación de la representación legal o de la revisoría fiscal, hace inoponible el acto o hecho frente a terceros, ante quienes el representante legal o revisor fiscal que figure registrado como tal continuará respondiendo para todos los efectos legales.  (Subrayas propias)
6.10. Significa lo anterior, que la persona inscrita en la Cámara de Comercio como representante legal de una sociedad, conservará tal carácter para todos los efectos legales, mientras no se cancele dicha inscripción mediante el registro de un nuevo nombramiento o elección. Por lo tanto, la Sala había considerado la necesidad de vincular a este  trámite constitucional al señor Carlos Enrique Rincón Villada para que se pronunciara frente a lo manifestado por la accionante, toda vez que del escrito introductorio de la demanda se dedujo que el mismo era socio en un 50% de la empresa Abyss Ingeniería y Construcciones y se requería que indicara la persona que reemplazaría a la señora Artunduaga Mejía. Al respecto, el señor Rincón Villada informó que la representación legal y la gerencia de Abyss Ingeniería y Construcciones S.A.S. había sido entregada a la empresa Construcciones San Ángel S.A.S. la cual es representada legalmente por la señor Clemencia Atunduaga Mejía, sociedad que se encuentra en proceso de disolución, mientras que la impugnante insiste que no existe prueba alguna que demuestren que las declaraciones del señor Carlos Enrique Rincón Villada son ciertas.

6.11.  Así las cosas, esta Colegiatura concluye que las controversias puestas en conocimiento por la accionante no pueden ser debatidas por el juez constitucional, al cual no le corresponde ordenar al señor Carlos Enrique Rincón Villada o a otra persona, asumir la representación de legal de la empresa Abyss Ingeniería y Construcciones S.A.S., pese a que la actora señale que esto no fue objeto de discusión cuando en el numeral 8º de la demanda de tutela, manifestó lo contrario (Fl. 2), además, por cuanto se hace necesario que la DIAN conozca quien va a ser nombrado en tal cargo con el fin de proceder a actualizar el RUT de dicha sociedad, lo que sí es la pretensión principal de la actora.  Ahora bien, tampoco el juez de amparo puede inmiscuirse en los trámites dispuestos por el legislador y confirmados por la jurisprudencia constitucional para indicar en este asunto específico, que por la renuncia de la accionante a la representación legal de Abyss Ingeniería y Construcciones S.A.S., han cesado o no sus obligaciones para con la sociedad, toda vez que la DIAN debe ceñirse a la información del certificado de la Cámara de Comercio y para proceder a cancelar la inscripción del nombre de la actora, deberá inscribirse su reemplazo como representante legal de la sociedad referida, situación que no se ha dado desde 30 de agosto de 2016 cuando la accionante decidió declinar de tal cargo.

6.12.  Consecuente con lo analizado, este Tribunal concluye que la actora tiene a su disposición la jurisdicción ordinaria civil para invocar la protección de sus derechos de índole comercial y si considera que la actuación de la  DIAN va en contra de sus garantías como contribuyente por no actualizar el RUT, la vía es la contenciosa administrativa.  De tal manera, que la falta de agotamiento del supuesto de subsidiariedad, la acción de tutela no puede implementarse para sustituir los mecanismos ordinarios de defensa.  Además, no existe una justificación para que luego de 3 años de que la actora hubiera renunciado a la representación legal Abyss Ingeniería y Construcciones S.A.S., invoque la salvaguarda de sus prerrogativas constitucionales, sin haber probado de qué manera se ha visto perjudicada o en qué  situación de urgencia se encuentra como para que la intervención del juez de tutela se necesaria, lo que significa que tampoco  acreditó el requisito de haberse instaurado oportunamente la presente demanda, incumpliéndose entonces con el principio de la inmediatez el cual se requiere para su procedencia.
En ese orden de ideas, la Sala considera que la decisión tomada por el juzgado de primera instancia fue acertada y en tal virtud, se confirmará la misma.  

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia proferida el 11 de junio de 2019 por el Juzgado 7º  Penal del Circuito de Pereira dentro de acción de tutela instaurada por  la señora Clemencia Artunduaga Mejía en contra de la DIAN y como vinculado el señor Carlos Enrique Rincón Villada. 

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Sentencia T-244 de 2017


� Ver. Sentencias T-580/06, T-996A/06, T-199/07, T-335/07, T-764/07, T-266/08, T-296/08, T-812/08, T-1097/08, T-152/09, T-618/09, T-562/09,, T-655/09, T-134A/10, T-135A/10, T-196/10, T-202/10, T-445/10, T-500/10, T-514/10, T-737/10, T-930/10, T-290/11, T-547/11, T-717/11, T-107/12, T-330A/12, T-442/12, T-445/12, T-447/12, T-448/12, T-758/12, T-436/12, T-806/12, T-814/12, T-826/12,T-544/13, T-001/14, T-002/14, T-003/14, T-005/14, T-006/14, T-037/14, T-038/14, T-064/14, T-065/14, T-071/14, SU.074/14, T-075/14, T-076/14, T-077/14.


� Sentencia T-590 de 2011 M.P.  Luis Ernesto Vargas Silva. 


� (…) el cumplimiento del principio de subsidiariedad exige que la puesta a consideración de los conflictos jurídicos ya sea por vía administrativa o jurisdiccional se efectúe diligentemente, es decir dentro de los límites temporales que el mismo ordenamiento jurídico impone en muchos casos, siendo únicamente viable la habilitación de la acción de tutela cuando dichos medios a pesar de haber sido agotados no brindaron la protección iusfundamental o cuando a pesar de que existan, los mismos no resulten idóneos, caso en el cual la protección tutelar podrá obtenerse como mecanismo transitorio”. Sentencia T-584 de 2012, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Al respecto ver. Sentencia T-612 de 1992, T-015 de 1994, T-607 de 1995, T-235 de 1996, SU-624 de 1999, T-801 de 2002, T-209 de 2005, T- 659 de 2012 y T-854 de 2014, entre otras.


� Sentencia T-900 de 2004, reiterada en sentencias  T- 541, T- 675 y T- 678 todas de 2006, entre otras.


� Sentencia T- 678 de 2006.


� Sentencias T- 01 y  T- 418 de 1992, T-392 de 1994, T- 575 de 2002.


� Ver. las sentencias T-526 de 2005; T-016 de 2006; T-692 de 2006; T-1084 de 2006; T-1009 de 2006; T-792 de 2007; T-825 de 2007; T-243 de 2008; T-594 de 2008; T-189 de 2009; T-691 de 2009, T-328 de 2010 y SU-499 de 2016 entre otras.


� Sentencia SU 499 de 2016.


� Sentencia T-016 de 2006


� Cfr. Sentencia T- 243 de 2008.


� Ver las sentencias T-526 de 2005; T-016 de 2006; T-692 de 2006; T-1084 de 2006; T-1009 de 2006; T-792 de 2007; T-825 de 2007; T-243 de 2008; T-594 de 2008; T-189 de 2009; T-691 de 2009, T-328 de 2010 y SU-499 de 2016 entre otras.


� Sentencia SU-961 de 1999, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa.
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